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Cordial saludo,  
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para el proceso
relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl podrá confirmar los datos del
mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  

NOTA IMPORTANTE: SEÑOR USUARIO Informamos que actualmente estamos en proceso de
implementación del sistema SAMAI en los siguientes despachos 05, 07, 18, 39, 47, 52, 53, 57 y 67, el
canal de recepción de correspondencia CONTINÚA siendo correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co,
para un trámite eficiente de sus mensajes agradecemos tener en cuenta lo siguiente:

Remi�r sus mensajes individualizados por proceso. En caso de recibir un mensaje dirigido a
varios procesos se devolverá solicitando su colaboración para individualizarlos, ya
que SAMAI ges�ona los mensajes de manera individual.
Iden�ficar en el asunto del mensaje número de proceso (23 Dígitos).
Partes del Proceso.
Juzgado Administra�vo al cual dirige su mensaje.
Documentos adjuntos máximo 18 megas.
Documentos remi�dos mediante link máximo 400 megas teniendo en cuenta las restricciones de
SAMAI.

Atentamente,  
Grupo de Correspondencia  

Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos  
Sede Judicial  CAN 

GPT

De: OMAR ANDRES VITERI DUARTE <oviteri@ugpp.gov.co>
Enviado: viernes, 29 de sep�embre de 2023 14:04
Para: Correspondencia Sede Judicial - CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
gerencia@viteriabogados.com <gerencia@viteriabogados.com>; Abogado Junior <juridicaviteri@gmail.com>;
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Paula Reyes <asistentejudicial@viteriabogados.com>; acopresbogota@gmail.com <acopresbogota@gmail.com>
Asunto: PROCESO:11001333501620230017200 DEMANDANTE: SAGRARIO GONZALEZ SIERRA DEMANDADO:
Unidad Administra�va Especial De Ges�ón Pensional Contribuciones Parafiscales – UGPP. Asunto: Contestación de
la demanda
 
Señores
Juzgado Dieciséis (16) Administrativo de la Sección Segunda de Bogotá D.C.
Ciudad.

PROCESO:11001333501620230017200
DEMANDANTE: SAGRARIO GONZÁLEZ SIERRA
DEMANDADO:   Unidad Administrativa Especial De Gestión Pensional Contribuciones Parafiscales –
UGPP.

Asunto: Contestación de la demanda

Adjunto contestacion de la demanda y anexos en pdf, se copia a la parte actora
acopresbogota@gmail.com.

Atentamente,

NICOLE ALEXANDRA AVILA ALBARRACÍN
Abogada Junior
Viteri Abogados S.A.S.
CR 13A 89-38 OF 511 NIPPON CENTER BOGOTA DC
Tel. (315) 332 7416

Aviso de Confidencialidad: La información contenida en este correo electrónico y sus anexos contiene información de carácter confidencial

de la UGPP que se encuentra dirigida en forma exclusiva al destinatario del mismo para su uso quien se encuentra obligado a mantener

reserva sobre toda la información aquí contenida. Si usted es lector de este mensaje pero no su destinatario, le informamos que no podrá usar,

retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, pues de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la

Ley 1273 de 2009 y todas las que le apliquen. Si ha recibido este correo por error, le agradecemos informarlo a cdsti@ugpp.gov.co y borrarlo

de su sistema. Las opiniones que contenga este mensaje son exclusivas de su autor, y no necesariamente representan la opinión oficial de

la UGPP. El remitente no aceptará responsabilidad alguna por daños causados por cualquier virus que pueda contener este correo.
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mailto:contactenos@ugpp.gov.co


 

Señores 

Juzgado Dieciséis (16) Administrativo de la Sección Segunda de Bogotá 

D.C. 

Ciudad. 

 

PROCESO:             11001333501620230017200  

DEMANDANTE:  SAGRARIO GONZALEZ SIERRA 

DEMANDADO:    Unidad Administrativa Especial De Gestión Pensional 

Contribuciones Parafiscales – UGPP. 

 

Asunto: Contestación de la demanda 

 

NICOLE ALEXANDRA ÁVILA ALBARRACÍN, abogada en ejercicio, 

identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, en calidad de 

apoderada sustituta de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, de acuerdo al poder de sustitución otorgado por 

el Dr. OMAR ANDRÉS VITERI DUARTE, en su calidad de apoderado especial que 

al efecto adjunto a la presente, estando dentro del término procesal oportuno me 

permito presentar Contestación de la demanda, lo que hago en los siguientes 

términos: 

 

 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, 

REPRESENTACIÓN LEGAL Y DOMICILIO. 

 

La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -

UGPP -, es una entidad Pública del orden Nacional, con domicilio en la Ciudad de 

Bogotá. 

 

El poder para efectos de la representación legal a favor de la firma, es otorgado 

mediante Escritura Pública No. 174 del 17 de Enero de 2023 de la Notaría 73 del 

Círculo de Bogotá, por parte del Dr. Javier Andrés Sosa Pérez, mayor de edad y 

vecino de esta ciudad, en su calidad de Subdirector de Defensa Judicial de la Unidad 

Administrativa Especial De La Gestión Pensional Y Contribuciones Parafiscales De 

La Protección Social – UGPP, conforme consta en la Resolución 681 del 29 de Julio 

de 2020, y Acta de Posesión No. 42 del 30 de Julio de 2020 que forman parte de la 

escritura, en la que modifica el numeral primero de la Escritura Pública No. 0604 

del 12 de febrero de 2020, suscrita en la Notaría 73 del Círculo de Bogotá, mediante 

la cual se otorga PODER GENERAL a la firma Viteri Abogados S.A.S. con el fin de 

señalar que el apoderado tendrá a su cargo de manera adicional la representación 

judicial y extrajudicial en el territorio nacional, conforme consta en la cláusula 

segunda de la escritura en cita. 

 

El domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., Av. Carrera 68 No. 13 – 37, correo: 

notificacionesjuidicialesugpp@ugpp.gov.co 

 

A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

Frente a La Pretensión Primera: Me opongo, a la declaración del auto ADP No. 
005809 del 09 de noviembre de 2022, en la medida que dicho documento no cuenta 
con carácter de acto administrativo, por ello, no es susceptibles de control 
jurisdiccional por parte del Juez contencioso administrativo, ya que con este no se 
crea, modifica o extingue una situación jurídica general o particular, que impacte los 
derechos u obligaciones de los asociados, sin que lleguen a ser vinculantes por sí 

mailto:notificacionesjuidicialesugpp@ugpp.gov.co


 

mismos; estando probado que el oficio en mención simplemente se refiere a un acto 
de comunicación reiterando a la señora González Sierra la información ya conocida 
por ella contenida en las Resoluciones RDP 039842 del 20 de octubre de 2017 y RDP 
000736 de enero de 2018 con la cual la entidad resolvió de fondo la solicitud de 
devolución de dineros descontados a la demandante por concepto de aportes en 
dejados de realizar al Sistema General de Seguridad Social durante la vigencia de su 
relación laboral con el FONDO EDUCATIVO REGIONAL DE BOGOTÁ. 

Así las cosas, se evidencia que en este caso el problema jurídico se centra en 
determinar si con el auto ADP 005809 de 09 de noviembre de 2022, mismo que se 
limitó a dar cumplimiento a lo dispuesto en el art. 5 de la Resolución RDP 025635 
de 21 de junio de 2017 ratificado por la Resolución RDP 015270 de 21 de junio de 
2021 se encuentra ajustados a Derecho o sí, por el contrario, los mismas sufren de 
algún vicio o irregularidad que amerite la declaratoria de su nulidad.  

Por ello, se debe tener en cuenta que el oficio objeto del presente proceso no 
corresponden a un Acto Administrativo y mucho menos que este sea definitivo ya 
que con ellos no se ha finalizado la actuación administrativa de cobro por parte de la 
UGPP, recordando que “la jurisdicción de lo contencioso administrativo 
únicamente se ocupa del estudio de los actos definitivos, expresos o fictos, que 
culminen un proceso administrativo, en la medida en que se presumen legales, 
gozan de los atributos de ejecutividad y ejecutoriedad e impactan en las relaciones 
de las personas naturales y jurídicas, sus derechos y obligaciones1” 

Se hace menester indicar que el auto aquí demandado como bien se manifestó no 

posee carácter de modificación jurídica, pues el mismo manifiesta lo indicado por la 

UGPP mediante las Resoluciones RDP 039842 del 20 de octubre de 2017 “Por la cual 

se niega una solicitud de la señora González Sierra” y RDP 000736 del 11 de enero 

de 2018 “Por la cual se resuelve un recurso de apelación”, por ello, se debe indicar 

que han pasado más cuatro (4) meses de que trata la norma desde que fueron 

proferidas dichos actos administrativos, demostrando que para el caso los mismos 

se encuentra en firme en la medida que se superó el término legal para interponer la 

presente demanda dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho. 

En este caso debe entenderse la demandante dentro del término legal pudo 

interponer el medio de control judicial de nulidad y restablecimiento del derecho por 

la vía contencioso administrativa, lo que no sucedió dentro del término que la ley 

establece para la ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, por 

lo que debe declararse la caducidad de la acción conforme lo manifestado por el 

Consejo de Estado en Sentencia del 25 de febrero de 2016, radicado 11001-03-15-

000-2016-00059-00, Consejero Ponente Gerardo Arenas Monsalve:  

  (…)“Este fenómeno jurídico está fundamentado en la necesidad de señalar 

un plazo objetivo, sin considerar situaciones personales; es invariable para 

que aquella persona que considere que un acto administrativo vulnera su 

derecho, independientemente si ésta opta por demandar o no” (…), en ese 

mismo sentido el consejo de estado en sentencia del 26 de marzo de 2009, 

Rad No. 08001-23-31-000-2003-02500-01(1134-2007) Consejero Ponente 

Gerardo Arenas Monsalve  manifiesta (…) “El derecho al acceso a la 

administración de justicia, garantizado con el establecimiento de diversos 

procesos y jurisdicciones, conlleva el deber de un ejercicio oportuno, razón 

por la cual, se han establecido legalmente términos de caducidad para 

racionalizar el ejercicio del derecho de acción, so pena de que las situaciones 

adquieran firmeza y no puedan ser ventiladas en vía judicial.”(…) 

 
1 C.E., S. CONT. ADMVO, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN A, CP: RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS, catorce 

(14) de mayo de dos mil veinte (2020). Radicación 25000-23-42-000-2017-06031-01(5554-18) 



 

De lo anterior se tiene que la institución de la caducidad tiene como uno de sus 

objetivos la seguridad jurídica. En el caso que nos ocupa acceder a las pretensiones 

de la demanda e incluso continuar con el litigio implicaría una vulneración a la 

misma, pues dejaría como precedente que basta con la presentación de una nueva 

solicitud que implique la emisión de una nueva resolución con la que se pretenda la 

declaratoria de nulidad de resoluciones para las cuales la acción ya caducó con 

anterioridad y de las cuales se originaron efectos jurídicos que adquirieron firmeza.  

En estos términos conforme lo manifestado por el Consejo de Estado, se evidencia 

que la caducidad supone un ejercicio oportuno de la acción, en esos términos en el 

caso que nos ocupa la señora Perdomo Bohórquez no hizo presentación en tiempo 

de la acción y pretende que con presentar una nueva solicitud reiterando lo 

manifestado anteriormente se renueven los términos. 

Es de aclarar, que la resolución RDP 000736 del 11 de enero de 2018 fue notificada 

de manera personal a la demandante el día 12 de enero de la misma anualidad, es 

decir, que los cuatro meses se cumplían en mayo de 2018, tiempo que caduco sin que 

la demandante interponga proceso de conciliación extrajudicial o elevar el proceso 

de nulidad y restablecimiento.  

Ahora bien, es menester indicarle al Despacho que con dicho auto demandando, lo 

que pretende la parte demandante, es que con el auto ADP 005809 de 09 de 

noviembre de 2022, no prescriba la caducidad en la acción y así poder reclamar ante 

la jurisdicción las pretensiones suscritas en el libelo de esta demanda. En conclusión, 

se torna improcedente la pretensión de nulidad del auto de fecha 08 de noviembre 

de 2022 demandado en el presente asunto. 

 

 

Frente a Las Pretensiones 3 y 4: Me opongo a las pretensiones de la demanda 

teniendo en cuenta que en este caso la liquidación de los descuentos por aportes se 

realizo conforme a lo manifestado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

junto con comisión intersectorial, quienes mediante el cálculo actuarial 

establecieron el valor a cancelar por parte del trabajador conforme a la formula 

manifestada por dichas entidades.  

En el presente asunto se tiene demostrado que mi representada emitió la Resolución 
RDP 025635 de 21 de junio de 2017, en cumplimiento a un fallo judicial emitido por 
el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito Judicial de Bogotá, 
de fecha 14 de marzo de 2011 en el cual ordena la reliquidación de la pensión de 
jubilación reconocida a la hoy demandante, en el 75% de todos los factores salariales 
devengados en el último año de servicio, puesto que la parte demandante solicitó el 
cumplimiento de la citada sentencia, para lo cual la parte solicitante aportó  la 
decisión judicial y la certificación de ejecutoria de la misma, razón por la cual la 
entidad actuó de buena fe, teniendo en cuenta las piezas documentales arrimadas 
para motivar el acto administrativo referido.  
 
De acuerdo con lo expuesto, la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP, no puede acceder a la liquidación de los descuentos 
por aportes pensionales conforme a los valores establecidos por las normas 
manifestadas por la parte actora, conforme al IPC de cada anualidad que no se 
realizo el pago, porque de hacerlo la entidad incurriría en una trasgresión al 
principio de sostenibilidad presupuestal, consagrado en el artículo 1° del 
Acto Legislativo 1 de 2005, principio que llama a la cordura y 
razonabilidad del sistema presupuestal.  

Tal principio de Sostenibilidad Presupuestal era prioritario dado que la Constitución 
Política no establecía expresamente ningún principio que impusiera la necesidad de 
“asegurar el equilibrio económico del sistema” y porque se “puede entonces conducir 
a que se adopten decisiones que no lo tengan en cuenta, lo cual a la postre pone en 



 

peligro el sistema mismo, vale decir, la posibilidad de asegurar los derechos de los 
afiliados y la estabilidad financiera de la Nación”. Principio que se aplique a todas 
las autoridades públicas, tanto por el Congreso al expedir las leyes, como por el 
Gobierno al reglamentarlas y los jueces al examinar la constitucionalidad de las leyes 
o expedir sentencias.  

Teniendo en cuenta lo anterior, acceder a dicha liquidación como lo solicita el 
extremo demandante es improcedente en tanto esto significa que se pagaría una 
prestación que se encuentra desfinanciada y por ende sería necesario tomar estos 
recursos del erario público, desequilibrando el sistema financiero y dando prioridad 
a la prestación de un solo afiliado sobre los demás, lo que no procedente puesto que 
el bien común prevalece sobre el bien particular.  

Se indica que los descuentos por aportes en salud, debe tenerse en cuenta que, en la 
búsqueda de la financiación de esta obligación pensional, la Nación - Rama Judicial, 
de no haber realizado los aportes que le correspondían en calidad de trabajador debe, 
dentro del marco de los máximos posibles, transferir los fondos necesarios para 
financiar dicha obligación, y a la accionante le corresponde instaurar el respectivo 
incidente de regulación y depuración de aportes, que permita definir el valor que le 
hace falta completar, para obtener el pago del monto pensional al que tiene derecho; 
valores todos que deben actualizarse con las fórmulas financieras actuariales 
aplicadas por esta Jurisdicción y cuya procedimiento de determinación, debe 
adelantarse con plena observancia del debido proceso. 

Haciéndose necesario poner en conocimiento del Despacho el origen y las fórmulas 
aplicadas por mi representada para la realización del descuento por concepto de 
aportes en salud, demostrando cómo esta actuación no constituye vulneración de 
derechos fundamentales: 

✓ La Comisión Intersectorial del régimen de Prima media fue creada por el decreto 
2380 de 2012 con el objetivo de “lograr la unificación de criterios de interpretación 
normativa entre las entidades que regulan y administran dicho Régimen. Esta 
unificación tiene el objetivo de permitir a las entidades administradoras, a las 
responsables del reconocimiento de los derechos pensionales y del pago de las 
prestaciones económicas, lograr mayor eficiencia en el proceso de reconocimiento 
de las prestaciones del Sistema General de Pensiones, que llevará a darse un 
beneficio para los ciudadanos, al mismo tiempo que a la consolidación de estrategias 
de defensa jurídica. 

✓ Esta Comisión Intersectorial estará integrada por: los Ministerios del Trabajo o su 
delegado, de Hacienda y Crédito Público o su delegado; El Ministro de Salud y 
Protección Social o su delegado; El Director General de la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social 
–UGPP– o su delegado y El Presidente de la Administradora Colombiana de 
Pensiones –Colpensiones– o su delegado. También será un invitado permanente de 
esta Comisión al Director General de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado.” 

✓ A raíz de tales funciones, la Comisión y bajo cierto marco normativo (Artículo 99 
del Decreto 1848 de 1969. Artículo 1 de la Ley 62 de 1985. Artículos 15, 18 de la Ley 
100 de 1993. Artículo 3 del Decreto 510 de 2003. Artículo 48 de la Constitución 
Política Nacional, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2005, que estableció el 
criterio de sostenibilidad financiera del Sistema General de Pensiones.) y 
jurisprudencial, desarrolló una ponencia que gira en torno al tema de la viabilidad 
de “realizar el cobro de aportes pensionales por factores insolutos, (que no hicieron 
parte del IBC en su momento) o sobre las diferencias de aportes entre lo cotizado y 
lo que efectivamente debió cotizar, cuando exista una reliquidación por vía judicial 
o conciliatoria, teniendo en cuenta que debe existir una correlación entre IBC e IBL” 
concluyendo además la porción en la debe realizarse el cobro tanto al empleados 
como trabajador (pensionado). 

✓ Por lo anterior, y con el propósito de velar por el principio de sostenibilidad 
financiera del sistema pensional, todo con miras a proteger el derecho de otros 



 

ciudadanos que tienen aspiraciones a pensionarse algún día, se hizo necesario 
adoptar una metodología que permita satisfacer lo anterior. 

✓ Esta metodología adoptada, es el cálculo actuarial, por ser el mecanismo adecuado 
para calcular el capital necesario para el pago de estas pensiones. 

✓ La fórmula utilizada en el caso concreto se expresa de la siguiente forma: 

𝑃𝐴𝑐𝑎𝑙 = 𝑃𝑟𝑓 − 𝑃𝑖 

En donde: 

𝑃𝐴𝑐𝑎𝑙 Es la diferencia entre la mesada calculada incluyendo los factores no 
contemplados en el Ingreso Base de Cotización, y la mesada pensional que se 

hubiera liquidado de acuerdo con el ingreso sobre el cual se cotizó, ambas cifras 

expresadas en pesos de la fecha de cálculo. 

𝑃𝑟𝑓 Mesada calculada incluyendo los factores no contemplados en el 

Ingreso Base de Cotización 

𝑃𝑖 Mesada pensional que se hubiera liquidado de acuerdo con el ingreso 

sobre el cual se cotizó. 

La Reserva Matemática a la fecha de cálculo resulta de aplicar la siguiente 

fórmula: 

𝑅𝑀𝑐𝑎𝑙 = 𝑃𝐴𝑐𝑎𝑙 ∙ 𝐹𝐴 

En donde: 

𝑅𝑀𝑐𝑎𝑙 Reserva Matemática a Fecha de Cálculo 

𝐹𝐴: Es el factor actuarial utilizado para el cálculo de las reservas matemáticas a la 
edad actuarial a la fecha de cálculo, de acuerdo con el número de mesadas anuales 
correspondientes (13 ó 14) a la mesada pensional originalmente otorgada, la edad y 
el género del beneficiario de pensión. 

Proporción a cargo del trabajador. 

Una vez obtenida la reserva matemática, se debe determinar la Reserva Proporcional 
a cargo del trabajador (𝑅𝑃𝑤), de acuerdo con la siguiente fórmula: 

𝑅𝑃𝑤 = 0.25 ∗𝑅𝑇 ∗ 𝑅𝑀𝑐𝑎𝑙 

En donde: 

R: Tiempo mínimo requerido, de acuerdo con el régimen pensional aplicable, para 
acceder a la pensión. 

T: Tiempo cotizado o servido. 

Desde otro lado, debe entenderse que, los factores como aquellos a los que 
efectivamente se les hace descuentos y se cotizan al sistema general de seguridad 
social en pensiones, los que se encuentren fuera de este listado taxativo no son 
cotizados y debe efectuarse la respectiva liquidación de dichos descuentos, teniendo 
en cuenta por un lado el porcentaje legal sobre el cual se cotiza y por otro, que las 
entidades nominadoras efectivamente realizan los descuentos en cumplimiento a la 
normatividad, aspectos que permiten la aplicación de la fórmula antes señalada. 



 

Teniendo en cuenta lo anterior, es improcedente que la parte accionante pretende a 
través de la vía judicial, pues la UGPP aplico el cobro de los aportes no efectuados, 
pues, están soportados en la jurisprudencia del Consejo de Estado y el principio de 
la sostenibilidad fiscal, que busca que no se cause un grave perjuicio a la 
sostenibilidad del sistema financiero y al Sistema General de Seguridad Social, por 
lo que estos descuentos se encuentran ajustados a derecho y en consecuencia al 
demandante se le pagó la obligación ordenada por el Despacho.  

Por lo anterior, no se evidencia que existan diferencias entre el valor solicitado por 
mi representada mediante la resolución RDP 017461 del 26 de abril de 2017, y 
confirmada mediante las resoluciones RDP 039842 del 20 de octubre de 2017 y RDP 
00736 del 11 de enero de 2018.  

Frente a La Pretensión 5: Me opongo a esta pretensión en el sentido que la UGPP 
realizo el cumplimiento del fallo proferido por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca Sección Segunda Subsección C del 3 de octubre de 2014, una vez 
elevo y notifico la RDP 017461 del 26 de abril de 2017, misma que quedo en firme 
una vez se interpuso las diferentes reclamaciones por parte de la señora González 
Sierra mismas que dieron origen a las resoluciones RDP 039842 del 20 de octubre 
de 2017 y RDP 00736 del 11 de enero de 2018.  

Anexado a lo anterior, como se ha indicado en el libelo de esta contestación, el valor 
a cancelar por parte de la demandante se encuentra ajustado a derecho conforme a 
la Ley 62 de 1985 y el Decreto 1158 de 1994, mismos que establecen los factores 
salariales para realizar los descuentos por aportes. 
 

Igualmente, es procedente realizar el recobro de dichos aportes no realizados por 

parte de la señora González Sierra pues el valor adeudado por la parte demandante 

constituye al cálculo actuarial que realiza el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

junto con la comisión intersectorial teniendo en cuenta para ello todos los factores 

legalmente devengados, y en los mismos se autorizó a la entidad a realizar el 

descuento por concepto de aportes en salud, no se debe olvidar que este descuento 

tiene su origen en la Ley y no en la decisión judicial, siendo que el descuento de los 

valores dejados de aportar por concepto de salud es una obligación de origen legal 

en cabeza de mi representada misma que tiene como objetivo mantener la 

sostenibilidad fiscal del sistema de seguridad social en colombiano, dicho lo anterior, 

mi representado solo realiza la aplicación de lo manifestado para la devolución de 

dichos valores.  

 
Frente a La Pretensión 6: Me opongo toda vez que para que proceda el pago de 
los intereses moratorios, es menester que concurran dos requisitos a saber; el 
primero que exista una pensión legalmente reconocida y que la administradora 
encargada de efectuar el pago haya incurrido en mora en el pago de la mesada 
pensional, circunstancias que ningún momento han ocurrido respecto de esta 
prestación pensional puesto que la demandante no ha acreditado el derecho 
pensional, y se ha realizado el pago de las mesadas a favor de la señora Ramírez. 
 
Así mismo ha de tenerse en cuenta lo expresado por la Corte Constitucional, al 
declarar exequible el artículo 141 de la Ley 100 de 1993. Para la corte esa disposición 
solamente es aplicable en el caso de mora en el pago de las pensiones causadas con 
posterioridad a la vigencia de la ley de seguridad social y que sean reconocidas con 
fundamento en la normatividad integral de la misma, y no, como ocurre en este caso, 
respecto de una pensión que ha sido reconocida y pagado en tiempo. 
 
Este criterio lo sostiene en la actualidad la sala de la corte suprema de justicia, 
corporación que ha ratificado su jurisprudencia en el sentido de aclarar que la 
sanción moratoria atendiendo a la literalidad del artículo 141 de la ley 100, solo es 
aplicable a pensiones reguladas por esta norma. 
 
Así mismo, en reciente fallo se reiteró por la Corte Suprema de Justicia, en cuanto a 
los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, se dijo 



 

que sólo proceden para los casos en los cuales la prestación fue reconocida con 
sujeción integral a la ley de Seguridad Social, lo estipulado por el tribunal de cierre 
se presentó de la siguiente manera:  
 

“(…) es suficiente con remitirse al criterio que de tiempo atrás ha expuesto la 
Corporación, en el sentido de que los intereses moratorios no resultan 
procedentes en tratándose de pensiones que no estén gobernadas por la Ley 
100 de 1993 y respecto de reajustes o incrementos pensionales (…)”.  

Frente a La Pretensión 7: Solicito al Despacho no acceder a la pretensión de 
condena en costas, toda vez que la misma es improcedente en la medida en que mi 
poderdante resolvió la solicitud de la prestación en los términos legales y 
jurisprudenciales vigentes a la fecha de la solicitud, y mal podría condenarse en 
costas, cuando el asunto relacionado con reliquidación, en lo relacionado con los 
periodos laborados ha sido asunto de debate y controversia al interior de los 
juzgados, Tribunales, y altas Cortes. Sin contar con el debate jurídico derivado de la 
forma en que se debe realizar la compensación de dineros pagados en exceso, para 
el presente asunto. 

De otro lado, ha establecido el Consejo de Estado que la condena en costas procede 
cuando al valorar la conducta de la parte vencida se pueda determinar que existió 
temeridad y mala fe en sus actuaciones. Sin embargo, en nuestro caso no existe 
ninguna actuación temeraria o de mala fe.  

Así las cosas, una eventual condena en costas se encuentra injustificada. 

 
Frente a Las Pretensiones 8 y 9: Me opongo a estas pretensiones en 
concordancia con lo anteriormente expuesto, teniendo en cuenta que a la 
demandante no le asiste derecho a reconocimiento de la prestación, por los motivos 
expuestos en precedencia y como consecuencia de esto no es procedente que se 
ordené el cumplimiento de la sentencia ni que se generen intereses de mora de 
conformidad con lo dispuesto en los arts. 192 y 195 del CPACA. 
 
Las condenas solicitadas no proceden en este caso debido a la sustracción de 
materia, ya que la demandante no tiene derecho al reconocimiento de la 
reliquidación de la pensión en aplicación de normas derogadas. Dado que la 
demandante carece del derecho sustancial en disputa, cualquier pronunciamiento 
sobre la condena más allá de lo solicitado en la demanda o fuera del ámbito de la 
petición original carecería de fundamento jurídico. 
 
En consecuencia, al no existir un derecho a ser reconocido, se configura la 
sustracción de materia y no proceden las condenas al cumplimiento de la sentencia. 

 
 

PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS: 

 

1. Es cierto. 

2. Es cierto. 

3. Es cierto, las sentencias del Juzgado Veintidós Administrativo de la Sección 

Segunda de Bogotá como el Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

autorizó a la entidad a realizar el descuento por concepto de aportes en salud, 

no se debe olvidar que este descuento tiene su origen en la Ley y no en la 

decisión judicial, siendo que el descuento de los valores dejados de aportar 

por concepto de salud es una obligación de origen legal en cabeza de mi 

representada misma que tiene como objetivo mantener la sostenibilidad fiscal 

del sistema de seguridad social en colombiano. 

4. Es cierto.  

5. Es cierto.  



 

6. No es cierto. En la resolución RDP 017461 del 26 de abril de 2017 se puede 

verificar que realiza el análisis del tiempo y factores salariales que darán el 

nuevo valor a cancelar por parte de mi representada, adicional a ello y 

conforme a lo establecido por en sentencia judicial, expone en sus artículos 

octavo y noveno establecen el valor a cancelar conforme a los aportes a salud 

dejados de cancelar, indicando que el señor demandante debe cancelar un 

valor de VEINTISEIS MILLONES OCHOCIENTOS TREINTA Y SEIS MIL 

OCHOCIENTOS CUATRO pesos ($ 26,836,804.00 m/cte), que corresponde 

al 0.25 del valor total del pago de los aportes dejados de cancelar.  

7. Es cierto.  

8. Es cierto.  

9. No es cierto. De conformidad con la fórmula aportada por el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público junto con la comisión intersectorial, para 

determinar la cuantía de los valores adeudados por el concepto de aportes al 

subsistema de seguridad social pensiones es necesario realizar un cálculo 

actuarial el cual corresponde a una formula compleja que busca mantener la 

sostenibilidad de dicho subsistema evitando el pago de pensiones 

desfinanciado. 

10. No es cierto. De conformidad con la fórmula aportada por el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público junto con la comisión intersectorial, para 

determinar la cuantía de los valores adeudados por el concepto de aportes al 

subsistema de seguridad social pensiones es necesario realizar un cálculo 

actuarial el cual corresponde a una formula compleja que busca mantener la 

sostenibilidad de dicho subsistema evitando el pago de pensiones 

desfinanciado, en ese orden de ideas conforme a lo manifestado en la 

resolución RDP 00736 del 11 de enero de 2018 explica explícitamente la 

porción del pago.  

11.  No es cierto, es menester indicarle que conforme a las directrices pactadas 

entre el ministerio de Hacienda y Crédito público con la comisión 

intersectorial, el valor para cancelar lo determina un cálculo actuarial que es 

especializados de conformidad con la evolución del dinero, es por ello, que 

una vez realizado lo anterior, el valor a cancelar por la demandante 

corresponde a $26.836.804, valor al cual se aplico la respectiva formula 

manifestada por el calculo realizado en donde se evidencia que,  

 
12. No es cierto. De conformidad con la fórmula aportada por el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público junto con la comisión intersectorial, para 

determinar la cuantía de los valores adeudados por el concepto de aportes al 

subsistema de seguridad social pensiones es necesario realizar un cálculo 

actuarial el cual corresponde a una formula compleja que busca mantener la 



 

sostenibilidad de dicho subsistema evitando el pago de pensiones 

desfinanciado. 

13.  Es cierto.  

12. No es cierto, pese a que se encuentra en vigencias las leyes mencionadas 

por la parte actora en este hecho, se debe precisar que para determinar la 

cuantía de los valores adeudados por el concepto de aportes al subsistema de 

seguridad social pensiones es necesario realizar un cálculo actuarial el cual 

corresponde a una formula compleja que busca mantener la sostenibilidad de 

dicho subsistema, razón por la cual la resolución RDP 00736 del 11 de enero 

de 2018 explica explícitamente la porción del pago que debe realizar la señora 

González Sierra.  

13. No es cierto, el valor adeudado por la parte demandante constituye al 

cálculo actuarial que realiza el Ministerio de Hacienda y Crédito Público junto 

con la comisión intersectorial teniendo en cuenta para ello todos los factores 

legalmente devengados, y en los mismos se autorizó a la entidad a realizar el 

descuento por concepto de aportes en salud, no se debe olvidar que este 

descuento tiene su origen en la Ley y no en la decisión judicial, siendo que el 

descuento de los valores dejados de aportar por concepto de salud es una 

obligación de origen legal en cabeza de mi representada misma que tiene 

como objetivo mantener la sostenibilidad fiscal del sistema de seguridad 

social en colombiano, dicho lo anterior, mi representado solo realiza la 

aplicación de lo manifestado para la devolución de dichos valores.  

 

RAZONES Y FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

LEY 100 DE 1993. 
 
ARTÍCULO 143. REAJUSTE PENSIONAL PARA LOS ACTUALES 
PENSIONADOS. A quienes con anterioridad al 1o. de enero de 1994 se les hubiere 
reconocido la pensión de vejez o jubilación, invalidez o muerte, tendrán derecho, a 
partir de dicha fecha, a un reajuste mensual equivalente a la elevación en la 
cotización para salud que resulte de la aplicación de la presente Ley. 
 
La cotización para salud establecida en el sistema general de salud para los 
pensionados está, en su totalidad, a cargo de éstos, quienes podrán cancelarla 
mediante una cotización complementaria durante su período de vinculación 
laboral. 
 
El Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud podrá reducir el monto de la 
cotización de los pensionados en proporción al menor número de beneficiarios y 
para pensiones cuyo monto no exceda de tres (3) salarios mínimos legales. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. Sólo por el año de 1993, los gastos de salud de los 
actuales pensionados del ISS se atenderán con cargo al Seguro de IVM y hasta el 
monto de la cuota patronal. 
 
ARTÍCULO 204. MONTO Y DISTRIBUCIÓN DE LAS COTIZACIONES. 
La cotización al Régimen Contributivo de Salud será, a partir del primero (1°) de 
enero del año 2007, del 12,5% del ingreso o salario base de cotización, el cual no 
podrá ser inferior al salario mínimo. La cotización a cargo del empleador será del 
8.5% y a cargo del empleado del 4%. Uno punto cinco (1,5) de la cotización serán 
trasladados a la subcuenta de Solidaridad del Fosyga para contribuir a la 
financiación de los beneficiarios del régimen subsidiado. Las cotizaciones que hoy 
tienen para salud los regímenes especiales y de excepción se incrementarán en cero 
puntos cinco por ciento (0,5%), a cargo del empleador, que será destinado a la 
subcuenta de solidaridad para completar el uno punto cinco a los que hace 
referencia el presente artículo. El cero punto cinco por ciento (0,5%) adicional 
reemplaza en parte el incremento del punto en pensiones aprobado en la Ley 797 



 

de 2003, el cual sólo será incrementado por el Gobierno Nacional en cero puntos 
cinco por ciento (0,5%) 
 
(…) ARTÍCULO 289. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a 
partir de la fecha de su publicación, salvaguarda los derechos adquiridos y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el artículo 2o. de la Ley 
4a. de 1966, el artículo 5o. de la Ley 33 de 1985, el parágrafo del art.  7o. de la Ley 
71 de 1988, los artículos 260, 268, 269, 270, 271 y 272 del Código Sustantivo del 
Trabajo y demás normas que los modifiquen o adicionen. (…) 
 
ARTÍCULO 36 DE LA LEY 100 DE 1993 
  
Dicha normatividad establece un régimen excepcional para aquellos que cumplan 
con ciertos requisitos de edad o tiempo de servicio, en el cual conservan después de 
entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, las prerrogativas legales del régimen anterior 
al cual se encontraban afiliados, así: (…) ”La edad para acceder a la pensión de 
vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de la 
pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema 
tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o 
más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, 
será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados”. 
 
ARTÍCULO 42 DEL DECRETO REGLAMENTARIO 692 DE 1994. 
 
ARTÍCULO 42.- REAJUSTE PENSIONAL POR INCREMENTO DE APORTES EN 
SALUD. A quienes con anterioridad al 1° de enero de 1994 se les hubiere reconocido 
la pensión de vejez o jubilación, invalidez, o sobrevivientes, y a quienes sin haberles 
efectuado el reconocimiento tuvieren causada la correspondiente pensión con los 
requisitos formales completos, tendrán derecho a partir de dicha fecha a que con 
la mesada mensual se incluya un reajuste equivalente a la elevación en la cotización 
para salud prevista en la Ley 100 de 1993. 
 
 
C.E. Sala Plena. Sent. De Unificación CE-SUJ-S2-021-20 de junio 11 de 
2020. 
 
(…)”De otro lado, en lo que atañe al ingreso base de liquidación, según quedó 
analizado, con fundamento en la jurisprudencia imperante de la Corte 
Constitucional y del Consejo de Estado, que se ciñe al propósito del legislador en el 
sentido de evitar la aplicación ultractiva de las reglas del ingreso base de 
liquidación de los regímenes pensionales vigentes antes de la Ley 100 en mención, 
se tiene que no debe corresponder al del régimen anterior, es decir a la asignación 
más alta devengada el último año dedicado a la actividad judicial, como reza en el 
artículo 6.º280 en mención, pues el que hay que aplicar es el establecido por la Ley 
100 de 1993 en su artículo 21 y en el inciso 3.º de su artículo 36.  

El inciso 3.º de su artículo 36 dispone que el ingreso base para liquidar la pensión 
de vejez de las personas que les faltare menos de 10 años para adquirir el derecho, 
será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el 
cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con 
base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación que 
expida el DANE.  

Es decir, el ingreso base de liquidación del funcionario o empleado judicial que le 
faltan más de 10 años para adquirir el derecho a la pensión, es el promedio de los 
salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado durante los 10 años anteriores al 
reconocimiento de la pensión, con la debida actualización.  

El ingreso base de liquidación del funcionario o empleado que le faltan menos de 
diez 10 años para adquirir el derecho a la pensión, es i) el promedio de lo devengado 
en el tiempo que les hiciere falta para ello, o ii) el cotizado durante todo el tiempo, 
si fuera superior, debidamente actualizado.” (…) 

Ley 797 de 2003 

 



 

(…) ARTÍCULO 289. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a 

partir de la fecha de su publicación, salvaguarda los derechos adquiridos y deroga 

todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el artículo 2o. de la Ley 

4a. de 1966, el artículo 5o. de la Ley 33 de 1985, el parágrafo del art.  7o. de la Ley 

71 de 1988, los artículos 260, 268, 269, 270, 271 y 272 del Código Sustantivo del 

Trabajo y demás normas que los modifiquen o adicionen. (…) 

(…) ARTÍCULO 11. CAMPO DE APLICACIÓN. <Artículo modificado por el 

artículo 1 de la LEY 797 DE 2003. El nuevo texto es el siguiente:> El Sistema 

General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará a todos los 

habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, adicionalmente 

todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y 

establecidos conforme a disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o 

convenciones colectivas de trabajo para quienes a la fecha de vigencia de esta ley 

hayan cumplido los requisitos para acceder a una Pensión o se encuentren 

pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los 

sectores público, oficial, semioficial en todos los órdenes del régimen de Prima 

Media y del sector privado en general. 

Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a las partes y 

que el tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las partes.”(…) 

Corte Suprema de Justicia, Cas. Laboral, Sent. Nov 11/15, Rad. 44586. 

M.P. Gustavo Hernando López Algarra 

 

“(…) es suficiente con remitirse al criterio que de tiempo atrás ha expuesto la 

Corporación, en el sentido de que los intereses moratorios no resultan procedentes 

en tratándose de pensiones que no estén gobernadas por la Ley 100 de 1993 y 

respecto de reajustes o incrementos pensionales (…)”.  

 

Corte Suprema de Justicia, Cas. Laboral, Sent. Ene 25/17. M.P. Jorge 

Mauricio Burgos Ruíz 

 

(…)” Sin embargo, no es viable la condena por indexación de las sumas adeudadas, 

por su incompatibilidad con los intereses moratorios, como lo ha precisado la 

jurisprudencia de la Sala entre otras, en la sentencia CSJ SL, 6 sep. 2012, rad. 

39140, donde se indicó:  

 

(…) el criterio actualmente imperante en la Sala es el de la incompatibilidad de 

intereses moratorios con la indexación, ya que los primeros involucran, en su 

contenido, un ingrediente revaluatorio; tal como se dijo, al rectificar el antiguo 

criterio de compatibilidad de ambas figuras vertido en sentencia del 1º de 

diciembre de 2009, radicación 37279, en la sentencia del 6 de diciembre de 2011, 

radicación 41392, la que acogió, para ello, pronunciamiento de la Sala de Casación 

Civil de la esta misma Corporación datado el 19 de noviembre de 2001, expediente 

6094.(…)” 

 

Consejo de Estado Sec. Segunda. Sent. 2016 -623, sep. 12/19 C.P. Sandra 

Lisset Ibarra Velez 

(…)” esta Sala señala que tal como lo dispuso el a quo en el sub júdice no sería 

procedente el reconocimiento de los intereses moratorios reclamados, por cuanto 

la suma que le era adeudada al actor fue debidamente indexada, concepto último 

que, según la jurisprudencia de esta Corporación, es incompatible con las 

pretensiones de la demanda, en razón a que obedecen a la misma causa, que es la 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#1


 

devaluación del dinero, por lo que acceder al reconocimiento de ambos constituiría 

un doble pago.” (…) 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 

(…)” ARTÍCULO 192. CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS O 

CONCILIACIONES POR PARTE DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS. Cuando 

la sentencia imponga una condena que no implique el pago o devolución de una 

cantidad líquida de dinero, la autoridad a quien corresponda su ejecución dentro 

del término de treinta (30) días contados desde su comunicación, adoptará las 

medidas necesarias para su cumplimiento. 

 

Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución 

de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, 

contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el 

beneficiario deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la entidad 

obligada. 

 

Las cantidades líquidas reconocidas en providencias que impongan o liquiden una 

condena o que aprueben una conciliación devengarán intereses moratorios a 

partir de la ejecutoria de la respectiva sentencia o del auto, según lo previsto en 

este Código. 

 

Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio y contra el 

mismo se interponga el recurso de apelación, el Juez o Magistrado deberá citar a 

audiencia de conciliación, que deberá celebrarse antes de resolver sobre la 

concesión del recurso. La asistencia a esta audiencia será obligatoria. Si el apelante 

no asiste a la audiencia, se declarará desierto el recurso. 

 

SENTENCIA C-258 DE 2013. 
  
4.1.1.1.  Sobre los factores de liquidación 
  
Esta Corporación declarará la inexequibilidad de las expresiones “y por todo 
concepto”, contenidas en el inciso primero y en el parágrafo, respectivamente, del 
artículo 17 de la Ley 4 de 1992. 
  
En este caso, ante la expulsión del ordenamiento de las expresiones en comento y en 
vista del mandato del Acto Legislativo 01 de 2005 en el sentido de que “para la 
liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales 
cada persona hubiere efectuado las cotizaciones”, la Sala considera necesario además 
condicionar la exequibilidad del resto del precepto censurado en el entendido que 
como factores de liquidación de la pensión, sólo podrán tomarse aquellos ingresos 
que hayan sido recibidos efectivamente por el beneficiario, que tengan carácter 
remunerativo del servicio y sobre los cuales se hubieren realizado las cotizaciones 
respectivas al sistema de pensiones.. 
  
4.1.1.2.  Sobre el Ingreso Base de Liquidación 
  
(…) La Corte declarará la inexequibilidad de la expresión “durante el último año”, 
contenida en el primer inciso del artículo 17 de la Ley 4 de 1992. Además, teniendo 
en cuenta que, de un lado, la declaración de inconstitucionalidad de la expresión 
referida creará un vacío en materia de regla de Ingreso Base de Liquidación, y de 
otro, tal vacío puede conducir a una situación de inconstitucionalidad aún más 
grave, pues haría imposible la liquidación de las pensiones y limitaría entonces de 
forma absoluta el derecho a la seguridad social en pensiones de los beneficiarios 
del régimen especial bajo estudio, la Sala, por medio de un condicionamiento, debe 



 

establecer un criterio compatible con la Constitución dentro del respeto al margen 
de configuración del Legislador. 
  
Para el efecto, la Corte acudirá a la regla general de Ingreso Base de Liquidación 
prevista en los artículos 21 y 36 de la Ley 100. En efecto, el artículo 36 estableció 
dos reglas específicas en la materia: (i) para quienes el 1° de abril de 1994, les 
faltara menos de 10 años para pensionarse, el IBL sería (a) “el promedio de lo 
devengado en el tiempo que les hiciere falta” para reunir los requisitos para causar 
el derecho a la pensión, o (b) el promedio de lo “cotizado durante todo el tiempo si 
este fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de 
Precios al consumidor, según certificación que expida el DANE”. (ii) En los demás 
casos, es decir, en la hipótesis de las personas a quienes el 1° de abril de 1994 les 
faltaban más de 10 años para reunir los requisitos de causación de la pensión, a 
falta de regla especial en el artículo 36 y teniendo en cuenta que el inciso segundo 
ibídem solamente ordena la aplicación ultractiva de las reglas de los regímenes 
especiales sobre edad, tiempo de cotización o servicios prestados, y tasa de 
reemplazo, se les debe aplicar la regla general del artículo 21 de la Ley 100, el cual 
indica: 
 
“ARTÍCULO 21. INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN. Se entiende por ingreso base 
para liquidar las pensiones previstas en esta ley, el promedio de los salarios o 
rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores 
al reconocimiento de la pensión, o en todo el tiempo si este fuere inferior para el 
caso de las pensiones de invalidez o sobrevivencia, actualizados anualmente con 
base en la variación del índice de precios al consumidor, según certificación que 
expida el DANE. 
 
Cuando el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los 
ingresos de toda la vida laboral del trabajador, resulte superior al previsto en el 
inciso anterior, el trabajador podrá optar por este sistema, siempre y cuando haya 
cotizado 1250 semanas como mínimo.” 
 
En vista de que (i) no permitir la aplicación ultractiva de las reglas de IBL de los 
regímenes pensionales vigentes antes de la Ley 100 fue el propósito original del 
Legislador; (ii) por medio del artículo 21 y del inciso 3° del artículo 36 de la Ley 
100, el Legislador buscó unificar las reglas de IBL en el régimen de prima media; 
(iii) ese propósito de unificación coincide con los objetivos perseguidos por el Acto 
Legislativo 01 de 2005, específicamente con los de crear reglas uniformes que 
eliminen privilegios injustificados y permitan diseñar mecanismos que aseguren la 
sostenibilidad del sistema -de ahí que la reforma mencione expresamente el 
artículo 36 de la Ley 100 -  la Sala considera que en este caso el vacío que dejará la 
declaración de inexequibilidad de la expresión “durante el último año” debe ser 
llenado acudiendo a las reglas generales previstas en las dos disposiciones de la 
Ley 100 referidas. 
 
En consecuencia, en la parte resolutiva de esta providencia, además de declarar 
inexequible la expresión “durante el último año” contenida en el artículo 17 de la 
Ley 4 de 1992, la exequibilidad del resto del precepto será condicionadas a que se 
entienda que las reglas sobre IBL aplicables a todos los beneficiarios de ese régimen 
especial, son las contenidas en los artículos 21 y 36, inciso tercero, de la Ley 100 de 
1993, según el caso.” (…) 
 
La Corte Constitucional en la sentencia No.  C-258 de 2013 hace un análisis 
exhaustivo para determinar que en tratándose de la determinación del ingreso base 
de liquidación para los beneficiarios del régimen de transición por extensión debe 
tomarse como base o fundamento legal el artículo 21 y 36 de la ley 100 de 1993, en 
razón de que el legislador al aprobar la normatividad en comento “restringió las 
reglas del IBL” con el fin de evitar la violación de principios que rigen la seguridad 
social en nuestro país, tales como el de universalidad, solidaridad, eficiencia y 
equidad, con el fin de cumplir con el “mandato de distribución equitativa de los 
recursos públicos conforme lo establece el artículo 48 de nuestra Constitución. 
  



 

Ahora bien, al realizar el análisis del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, se comete un 
error de interpretación, ya que como lo manifiesta la Corte en la sentencia citada, la 
ley 100 únicamente mantuvo el régimen de transición respecto de la edad, el tiempo 
de servicio y el monto de la pensión, pero en virtud del principio del equilibrio del 
sistema y de los demás principios generales de la seguridad social establecidos en el 
artículo 48 de la Constitución Política, se restringió el tema relacionado con el IBL, 
pues el aplicar las normatividades anteriores respecto a este tema se violaría el 
derecho a la igualdad, equidad, solidaridad, pues se beneficiaría a unos pocos en 
contradicción a los derechos de los demás afiliados, generando derechos 
desproporcionados a quienes se les aplican las reglas del IBL establecidas en las 
normas anteriores a la ley 100 de 1993. 
 
EXPEDIENTE T-3.558.256 - SENTENCIA SU-230/15 (abril 29) M.P. 
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
 
(…) “La Sala Plena estudió la acción de tutela interpuesta por el señor Salomón 
Cicerón Quintero Rodríguez en contra de la Sala de Casación Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia y el Banco Popular S.A., por considerar vulnerados sus 
derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a la seguridad social y al 
mínimo vital, al ordenar que la liquidación de su mesada pensional se realizara 
con base en el promedio de los salarios devengados durante los últimos 10 años 
(Ley 100 de 1993, artículo 36), y no teniendo en cuenta el promedio de los salarios 
devengados en el último año (artículo 1° Ley 33 de 1985), como, según el actor, 
correspondía. 
 
El actor señaló que su empleador, así como los jueces laborales, aplicaron 
indebidamente el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 incisos 2º y 3º, el artículo 1º de 
la Ley 33 de 1985, 1º de la Ley 62 de 1985, artículo 27 del Decreto 3135 de 1968, y 
artículos 68 y 75 del Decreto 1848 de 1969, pues su pensión debía ser liquidada 
teniendo en cuenta el 75% del salario promedio que sirvió de base para los aportes 
durante el último año de servicio en el que se incluyen todos los factores salariales. 
Alegó que el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 conservó para sus 
beneficiarios la aplicación de la norma anterior, en lo relativo a edad, tiempo de 
servicios y monto de la prestación, pero no en lo relacionado con el ingreso base de 
liquidación. 
 
A este respecto la Sala Plena encontró que la sentencia C-258 de 2013 fijó una 
interpretación en abstracto del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 en el sentido de 
establecer que el ingreso base de liquidación IBL no es un aspecto de la transición 
y, por tanto, son las reglas contenidas en aquél régimen general, las que deben 
observarse para determinar el monto pensional con independencia del régimen 
especial al que se pertenezca. De otro lado, resaltó que mediante auto A-326 de 
2014, por el cual se resolvió la solicitud de nulidad de la sentencia T-078 del mismo 
año, la Sala reafirmó la interpretación sobre el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 
establecida en el referido fallo C-258 de 2013, en el que por primera vez la Sala 
analizó el IBL, en el sentido en que, el modo de promediar la base de liquidación no 
puede ser la estipulada en la legislación anterior, en razón a que el régimen de 
transición sólo comprende los conceptos de edad, monto y semanas de cotización y 
excluye el promedio de liquidación. 
 
Por tanto, concluyó que en el caso del actor no hubo vulneración de su derecho al 
debido proceso, pues no se estructuró el defecto sustantivo alegado, ya que si bien 
existía un precedente jurisprudencial que seguían las Salas de Revisión para 
resolver problemas jurídicos como el que ahora el actor pone a consideración de la 
Corte, lo cierto es que esa postura cambió a partir de los recientes 
pronunciamientos de la Sala Plena, que fijan un precedente interpretativo sobre el 
alcance de los incisos 2 y 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 
 
Con base en lo anterior, la Sala resolvió confirmar la sentencia de segunda 
instancia, que denegó la tutela interpuesta por el actor contra la Sala Laboral de 
la Corte Suprema de Justicia y el Banco Popular.” (…) 
 



 

La sentencia en cita ratifica su posición jurídica respecto de la aplicación del artículo 
36 de la ley 100 de 1993, al establecer que el régimen de transición únicamente 
mantiene los derechos de los afiliados antes de la ley 100 de 1993, respecto de la 
edad, tiempo y monto, y para el caso de la determinación del IBL, estableció de 
manera específica que este se realizará bajo los parámetros del artículo citado, pues 
el IBL no fue objeto de transición. De esta forma, al realizar el análisis del artículo 
36 de la ley 100 de 1993, se comete un error de interpretación por parte de la 
demandante, ya que como lo manifiesta la Corte en las sentencias citadas, reitero, la 
ley 100 únicamente mantuvo el régimen de transición respecto de la edad, el tiempo 
de servicio y el monto de la pensión, y en virtud del principio del equilibrio del 
sistema y de los demás principios generales de la seguridad social establecidos en el 
artículo 48 de la Constitución Política, se restringió el tema relacionado con el IBL, 
pues el aplicar las normatividades anteriores respecto a este tema se violaría el 
derecho a la igualdad, equidad, solidaridad, pues se beneficiaría a unos pocos en 
contradicción a los derechos de los demás afiliados, generando derechos 
desproporcionados a quienes se les aplican las reglas del IBL establecidas en las 
normas anteriores a la ley 100 de 1993. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL SENTENCIA DE UNIFICACIÓN 395 DE 2017 
 
(…)  La Sala Plena de la Corte Constitucional se pronunció en relación con cinco 
acciones de tutela promovidas en su momento por la Caja Nacional de Previsión 
Social - Cajanal E.I.C.E liquidada, el Instituto de Seguros Sociales -I.S.S. liquidado- 
y varios ciudadanos, contra el Consejo de Estado,-Sala de lo Contencioso 
Administrativo,  Sección Segunda-, a propósito de las decisiones adoptadas por esa 
corporación judicial,  en el marco de procesos de nulidad y restablecimiento del 
derecho, de ordenar que, para efectos de determinar la base de liquidación en el 
régimen de transición de las pensiones de vejez y de jubilación, debía tomarse en 
cuenta el promedio de la totalidad de  factores  constitutivos  de  salario 
devengados durante el último año de servicios, previstos en regímenes especiales 
anteriores a  la  Ley  100 de 1993 

Examinadas estas  aproximaciones en  contraste con la jurisprudencia 
constitucional elaborada en la materia, la Sala Plena consideró en términos 
generales que, de conformidad con lo decidido en las Sentencias C-168 de 1995 y C-
258 de 2013, a los beneficiarios del régimen de transición se les debe aplicar el 
ingreso base de liquidación (IBL) establecido en el artículo 21 y el inciso 3° del 
artículo 36 de la Ley 100 de 1993, es decir, el que corresponde al promedio de los 
salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez años 
anteriores al reconocimiento pensional, debido a que es la interpretación 
normativa que mejor se ajusta a los principios constitucionales de equidad, 
eficiencia y solidaridad del artículo 18 Superior, a  la cláusula de Estado Social de 
Derecho, y que evita los posibles casos  de evasión y fraude  al sistema. En ese 
contexto,  resaltó  que la  liquidación de pensiones de regímenes especiales no puede 
incluir todos los factores salariales, en tanto sólo deben  incorporarse aquellos que 
sean directamente remunerativos del servicio sobre los cuales los beneficiarios 
hayan realizado los correspondientes aportes. Interpretación que, según 
pudo  constatarse, ha sido  reafirmada  por  la propia  Corte Constitucional  en  las 
providencias  T-078 de 2014, A-326 de 2014, SU-230 de 2015, T-060 de 2016, SU-
427 de 2016 y SU-210 de 2017, en las que se ha dejado en claro que el modo de 
promediar  la base de liquidación no puede ser la estipulada en la legislación 
anterior, en razón a que el régimen de transición  solo comprende  los conceptos  de 
edad,  monto  y semanas  de cotización y excluye el ingreso base de liquidación. 

De manera pues que, con base en tales reglas, concluyó que la autoridad judicial 
accionada, por medio de las providencias objeto de reproche, había incurrido en 
un defecto sustantivo y en vulneración directa de la Constitución, no solo por 
cuanto la bonificación especial o quinquenio debía 
calcularse  proporcionalmente   para   efectos  de  determinar  la base de la 
liquidación (T-3358903 y T-3364917), sino porque el ingreso base de liquidación 
no podía ser incluido junto con la edad, el tiempo de servicios cotizados ni la tasa 
de reemplazo, como parte de los beneficios ofrecidos por el régimen especial 
aplicable (T-3358979), así tampoco podía entenderse que los conceptos monto 
pensional o tasa de reemplazo fuesen equivalentes al ingreso base de liquidación, 



 

pues éste último corresponde a los factores devengados por el trabajador o a la 
base sobre la cual ha efectuado sus aportes al sistema, además de que el periodo 
por liquidar es el tiempo faltante al afiliado para adquirir el derecho, esto es, el 
transcurrido entre la fecha de vigencia de la Ley 100 de 1993 y la fecha en que se 
adquirió el derecho de la pensión, o el promedio de los 10 años anteriores a la fecha 
de su adquisición, actualizado anualmente con el índice de precios al consumidor 
certificado por el DANE (expediente T-3364831)”. (…) 

Así las cosas, es claro que una interpretación diferente a la establecida en esta 

jurisprudencia y en todas las que le anteceden, respecto al cálculo del IBL de las 

pensiones de régimen de transición, sería contrario a la Constitución y representaría 

un abuso del derecho. 

 

Pido al Señor Juez se sirva declarar probadas las siguientes excepciones a favor de la 

parte demandada: 

 

EXCEPCIÓN PREVIA 

 

1. Caducidad De La Acción 

La excepción se encuentra probada teniendo en cuenta que por obvias razones las 

Resoluciones RDP 039842 del 20 de octubre de 2017 “Por la cual se niega una 

solicitud de la señora González Sierra” y RDP 000736 del 11 de enero de 2018 “Por 

la cual se resuelve un recurso de apelación”, por ello, se debe indicar que han pasado 

más cuatro (4) meses de que trata la norma desde que fueron proferidas dichos actos 

administrativos, demostrando que para el caso los mismos se encuentra en firme en 

la medida que se superó el término legal para interponer la presente demanda dentro 

del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho. 

En este caso debe entenderse la demandante dentro del término legal pudo 

interponer el medio de control judicial de nulidad y restablecimiento del derecho por 

la vía contencioso administrativa, lo que no sucedió dentro del término que la ley 

establece para la ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, por 

lo que debe declararse la caducidad de la acción conforme lo manifestado por el 

Consejo de Estado en Sentencia del 25 de febrero de 2016, radicado 11001-03-15-

000-2016-00059-00, Consejero Ponente Gerardo Arenas Monsalve:  

  (…)“Este fenómeno jurídico está fundamentado en la necesidad de señalar 

un plazo objetivo, sin considerar situaciones personales; es invariable para 

que aquella persona que considere que un acto administrativo vulnera su 

derecho, independientemente si ésta opta por demandar o no” (…), en ese 

mismo sentido el consejo de estado en sentencia del 26 de marzo de 2009, 

Rad No. 08001-23-31-000-2003-02500-01(1134-2007) Consejero Ponente 

Gerardo Arenas Monsalve  manifiesta (…) “El derecho al acceso a la 

administración de justicia, garantizado con el establecimiento de diversos 

procesos y jurisdicciones, conlleva el deber de un ejercicio oportuno, razón 

por la cual, se han establecido legalmente términos de caducidad para 

racionalizar el ejercicio del derecho de acción, so pena de que las situaciones 

adquieran firmeza y no puedan ser ventiladas en vía judicial.”(…) 

De lo anterior se tiene que la institución de la caducidad tiene como uno de sus 

objetivos la seguridad jurídica. En el caso que nos ocupa acceder a las pretensiones 

de la demanda e incluso continuar con el litigio implicaría una vulneración a la 

misma, pues dejaría como precedente que basta con la presentación de una nueva 

solicitud que implique la emisión de una nueva resolución con la que se pretenda la 



 

declaratoria de nulidad de resoluciones para las cuales la acción ya caducó con 

anterioridad y de las cuales se originaron efectos jurídicos que adquirieron firmeza.  

En estos términos conforme lo manifestado por el Consejo de Estado, se evidencia 

que la caducidad supone un ejercicio oportuno de la acción, en esos términos en el 

caso que nos ocupa la señora Perdomo Bohórquez no hizo presentación en tiempo 

de la acción y pretende que con presentar una nueva solicitud reiterando lo 

manifestado anteriormente se renueven los términos. 

Es de aclarar, que la resolución RDP 000736 del 11 de enero de 2018 fue notificada 

de manera personal a la demandante el día 12 de enero de la misma anualidad, es 

decir, que los cuatro meses se cumplían en mayo de 2018, tiempo que caduco sin que 

la demandante interponga proceso de conciliación extrajudicial o elevar el proceso 

de nulidad y restablecimiento.  

En estos términos conforme lo manifestado por el Consejo de Estado, se evidencia 

que la caducidad supone un ejercicio oportuno de la acción, en esos términos en el 

caso que nos ocupa la demandante no hizo presentación en tiempo de la acción y 

pretende que con presentar una nueva solicitud reiterando lo manifestado 

anteriormente se renueven los términos. 

Por lo anteriormente expuesto, solicito al Despacho declare la caducidad de la acción 

teniendo en consideración que las situaciones jurídicas que se originaron con la 

emisión de las resoluciones base del litigio ya se encuentran en firme y que el 

ejercicio no oportuno por parte del demandante no es óbice para que se genere una 

situación de inseguridad jurídica. 

 

EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

1. Caducidad De La Acción 

La excepción se encuentra probada teniendo en cuenta que por obvias razones las 

Resoluciones RDP 039842 del 20 de octubre de 2017 “Por la cual se niega una 

solicitud de la señora González Sierra” y RDP 000736 del 11 de enero de 2018 “Por 

la cual se resuelve un recurso de apelación”, por ello, se debe indicar que han pasado 

más cuatro (4) meses de que trata la norma desde que fueron proferidas dichos actos 

administrativos, demostrando que para el caso los mismos se encuentra en firme en 

la medida que se superó el término legal para interponer la presente demanda dentro 

del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho. 

En este caso debe entenderse la demandante dentro del término legal pudo 

interponer el medio de control judicial de nulidad y restablecimiento del derecho por 

la vía contencioso administrativa, lo que no sucedió dentro del término que la ley 

establece para la ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, por 

lo que debe declararse la caducidad de la acción conforme lo manifestado por el 

Consejo de Estado en Sentencia del 25 de febrero de 2016, radicado 11001-03-15-

000-2016-00059-00, Consejero Ponente Gerardo Arenas Monsalve:  

  (…)“Este fenómeno jurídico está fundamentado en la necesidad de señalar 

un plazo objetivo, sin considerar situaciones personales; es invariable para 

que aquella persona que considere que un acto administrativo vulnera su 

derecho, independientemente si ésta opta por demandar o no” (…), en ese 

mismo sentido el consejo de estado en sentencia del 26 de marzo de 2009, 

Rad No. 08001-23-31-000-2003-02500-01(1134-2007) Consejero Ponente 

Gerardo Arenas Monsalve  manifiesta (…) “El derecho al acceso a la 

administración de justicia, garantizado con el establecimiento de diversos 



 

procesos y jurisdicciones, conlleva el deber de un ejercicio oportuno, razón 

por la cual, se han establecido legalmente términos de caducidad para 

racionalizar el ejercicio del derecho de acción, so pena de que las situaciones 

adquieran firmeza y no puedan ser ventiladas en vía judicial.”(…) 

De lo anterior se tiene que la institución de la caducidad tiene como uno de sus 

objetivos la seguridad jurídica. En el caso que nos ocupa acceder a las pretensiones 

de la demanda e incluso continuar con el litigio implicaría una vulneración a la 

misma, pues dejaría como precedente que basta con la presentación de una nueva 

solicitud que implique la emisión de una nueva resolución con la que se pretenda la 

declaratoria de nulidad de resoluciones para las cuales la acción ya caducó con 

anterioridad y de las cuales se originaron efectos jurídicos que adquirieron firmeza.  

En estos términos conforme lo manifestado por el Consejo de Estado, se evidencia 

que la caducidad supone un ejercicio oportuno de la acción, en esos términos en el 

caso que nos ocupa la señora Perdomo Bohórquez no hizo presentación en tiempo 

de la acción y pretende que con presentar una nueva solicitud reiterando lo 

manifestado anteriormente se renueven los términos. 

Es de aclarar, que la resolución RDP 000736 del 11 de enero de 2018 fue notificada 

de manera personal a la demandante el día 12 de enero de la misma anualidad, es 

decir, que los cuatro meses se cumplían en mayo de 2018, tiempo que caduco sin que 

la demandante interponga proceso de conciliación extrajudicial o elevar el proceso 

de nulidad y restablecimiento.  

En estos términos conforme lo manifestado por el Consejo de Estado, se evidencia 

que la caducidad supone un ejercicio oportuno de la acción, en esos términos en el 

caso que nos ocupa la demandante no hizo presentación en tiempo de la acción y 

pretende que con presentar una nueva solicitud reiterando lo manifestado 

anteriormente se renueven los términos. 

Por lo anteriormente expuesto, solicito al Despacho declare la caducidad de la acción 

teniendo en consideración que las situaciones jurídicas que se originaron con la 

emisión de las resoluciones base del litigio ya se encuentran en firme y que el 

ejercicio no oportuno por parte del demandante no es óbice para que se genere una 

situación de inseguridad jurídica. 

 

2. Improcedencia De Declaratoria De Nulidad De Documentos Que 

No Son Actos Administrativos Definitivos. 

 

La excepción se encuentra probada debidamente siendo que, es importante señalar 
que del auto ADP No. 005809 del 09 de noviembre de 2022, en la medida que dicho 
documento no cuenta con carácter de acto administrativo, por ello, no es 
susceptibles de control jurisdiccional por parte del Juez contencioso administrativo, 
ya que con este no se crea, modifica o extingue una situación jurídica general o 
particular, que impacte los derechos u obligaciones de los asociados, sin que lleguen 
a ser vinculantes por sí mismos; estando probado que el oficio en mención 
simplemente se refiere a un acto de comunicación reiterando a la señora González 
Sierra la información ya conocida por ella contenida en las Resoluciones RDP 
039842 del 20 de octubre de 2017 y RDP 000736 de enero de 2018 con la cual la 
entidad resolvió de fondo la solicitud de devolución de dineros descontados a la 
demandante por concepto de aportes en dejados de realizar al Sistema General de 
Seguridad Social durante la vigencia de su relación laboral con el FONDO 
EDUCATIVO REGIONAL DE BOGOTÁ. 

Así las cosas, se evidencia que en este caso el problema jurídico se centra en 
determinar si con el auto ADP 005809 de 09 de noviembre de 2022, mismo que se 
limitó a dar cumplimiento a lo dispuesto en el art. 5 de la Resolución RDP 025635 



 

de 21 de junio de 2017 ratificado por la Resolución RDP 015270 de 21 de junio de 
2021 se encuentra ajustados a Derecho o sí, por el contrario, los mismas sufren de 
algún vicio o irregularidad que amerite la declaratoria de su nulidad.  

Por ello, se debe tener en cuenta que el oficio objeto del presente proceso no 
corresponden a un Acto Administrativo y mucho menos que este sea definitivo ya 
que con ellos no se ha finalizado la actuación administrativa de cobro por parte de la 
UGPP, recordando que “la jurisdicción de lo contencioso administrativo 
únicamente se ocupa del estudio de los actos definitivos, expresos o fictos, que 
culminen un proceso administrativo, en la medida en que se presumen legales, 
gozan de los atributos de ejecutividad y ejecutoriedad e impactan en las relaciones 
de las personas naturales y jurídicas, sus derechos y obligaciones2” 
 

En conclusión, se torna improcedente la pretensión de nulidad del auto de fecha 08 

de noviembre de 2022 demandado en el presente asunto. 

 

3. Improcedencia De Control Jurisdiccional Sobre Actos 

Administrativos De Ejecución 

 

La excepción se encuentra debidamente probada toda vez que, en este caso las 

Resoluciones demandadas se encuentran ajustadas a derecho.  

En el presente asunto se tiene demostrado que mi representada emitió la Resolución 
RDP 025635 de 21 de junio de 2017, en cumplimiento a un fallo judicial emitido por 
el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito Judicial de Bogotá, 
de fecha 14 de marzo de 2011 en el cual ordena la reliquidación de la pensión de 
jubilación reconocida a la hoy demandante, en el 75% de todos los factores salariales 
devengados en el último año de servicio, puesto que la parte demandante solicitó el 
cumplimiento de la citada sentencia, para lo cual la parte solicitante aportó  la 
decisión judicial y la certificación de ejecutoria de la misma, razón por la cual la 
entidad actuó de buena fe, teniendo en cuenta las piezas documentales arrimadas 
para motivar el acto administrativo referido.  
 
De acuerdo con lo expuesto, la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP, no puede acceder a la liquidación de los descuentos 
por aportes pensionales conforme a los valores establecidos por las normas 
manifestadas por la parte actora, conforme al IPC de cada anualidad que no se 
realizo el pago, porque de hacerlo la entidad incurriría en una trasgresión al 
principio de sostenibilidad presupuestal, consagrado en el artículo 1° del 
Acto Legislativo 1 de 2005, principio que llama a la cordura y 
razonabilidad del sistema presupuestal.  

Tal principio de Sostenibilidad Presupuestal era prioritario dado que la Constitución 
Política no establecía expresamente ningún principio que impusiera la necesidad de 
“asegurar el equilibrio económico del sistema” y porque se “puede entonces conducir 
a que se adopten decisiones que no lo tengan en cuenta, lo cual a la postre pone en 
peligro el sistema mismo, vale decir, la posibilidad de asegurar los derechos de los 
afiliados y la estabilidad financiera de la Nación”. Principio que se aplique a todas 
las autoridades públicas, tanto por el Congreso al expedir las leyes, como por el 
Gobierno al reglamentarlas y los jueces al examinar la constitucionalidad de las leyes 
o expedir sentencias.  

Teniendo en cuenta lo anterior, acceder a dicha liquidación como lo solicita el 
extremo demandante es improcedente en tanto esto significa que se pagaría una 
prestación que se encuentra desfinanciada y por ende sería necesario tomar estos 
recursos del erario público, desequilibrando el sistema financiero y dando prioridad 
a la prestación de un solo afiliado sobre los demás, lo que no procedente puesto que 
el bien común prevalece sobre el bien particular.  

 
2 C.E., S. CONT. ADMVO, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN A, CP: RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS, catorce 

(14) de mayo de dos mil veinte (2020). Radicación 25000-23-42-000-2017-06031-01(5554-18) 



 

Se indica que los descuentos por aportes en salud, debe tenerse en cuenta que, en la 
búsqueda de la financiación de esta obligación pensional, la Nación - Rama Judicial, 
de no haber realizado los aportes que le correspondían en calidad de trabajador debe, 
dentro del marco de los máximos posibles, transferir los fondos necesarios para 
financiar dicha obligación, y a la accionante le corresponde instaurar el respectivo 
incidente de regulación y depuración de aportes, que permita definir el valor que le 
hace falta completar, para obtener el pago del monto pensional al que tiene derecho; 
valores todos que deben actualizarse con las fórmulas financieras actuariales 
aplicadas por esta Jurisdicción y cuya procedimiento de determinación, debe 
adelantarse con plena observancia del debido proceso. 

Haciéndose necesario poner en conocimiento del Despacho el origen y las fórmulas 
aplicadas por mi representada para la realización del descuento por concepto de 
aportes en salud, demostrando cómo esta actuación no constituye vulneración de 
derechos fundamentales: 

✓ La Comisión Intersectorial del régimen de Prima media fue creada por el decreto 
2380 de 2012 con el objetivo de “lograr la unificación de criterios de interpretación 
normativa entre las entidades que regulan y administran dicho Régimen. Esta 
unificación tiene el objetivo de permitir a las entidades administradoras, a las 
responsables del reconocimiento de los derechos pensionales y del pago de las 
prestaciones económicas, lograr mayor eficiencia en el proceso de reconocimiento 
de las prestaciones del Sistema General de Pensiones, que llevará a darse un 
beneficio para los ciudadanos, al mismo tiempo que a la consolidación de estrategias 
de defensa jurídica. 

✓ Esta Comisión Intersectorial estará integrada por: los Ministerios del Trabajo o su 
delegado, de Hacienda y Crédito Público o su delegado; El Ministro de Salud y 
Protección Social o su delegado; El Director General de la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social 
–UGPP– o su delegado y El Presidente de la Administradora Colombiana de 
Pensiones –Colpensiones– o su delegado. También será un invitado permanente de 
esta Comisión al Director General de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado.” 

✓ A raíz de tales funciones, la Comisión y bajo cierto marco normativo (Artículo 99 
del Decreto 1848 de 1969. Artículo 1 de la Ley 62 de 1985. Artículos 15, 18 de la Ley 
100 de 1993. Artículo 3 del Decreto 510 de 2003. Artículo 48 de la Constitución 
Política Nacional, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2005, que estableció el 
criterio de sostenibilidad financiera del Sistema General de Pensiones.) y 
jurisprudencial, desarrolló una ponencia que gira en torno al tema de la viabilidad 
de “realizar el cobro de aportes pensionales por factores insolutos, (que no hicieron 
parte del IBC en su momento) o sobre las diferencias de aportes entre lo cotizado y 
lo que efectivamente debió cotizar, cuando exista una reliquidación por vía judicial 
o conciliatoria, teniendo en cuenta que debe existir una correlación entre IBC e IBL” 
concluyendo además la porción en la debe realizarse el cobro tanto al empleados 
como trabajador (pensionado). 

✓ Por lo anterior, y con el propósito de velar por el principio de sostenibilidad 
financiera del sistema pensional, todo con miras a proteger el derecho de otros 
ciudadanos que tienen aspiraciones a pensionarse algún día, se hizo necesario 
adoptar una metodología que permita satisfacer lo anterior. 

✓ Esta metodología adoptada, es el cálculo actuarial, por ser el mecanismo adecuado 
para calcular el capital necesario para el pago de estas pensiones. 

✓ La fórmula utilizada en el caso concreto se expresa de la siguiente forma: 

𝑃𝐴𝑐𝑎𝑙 = 𝑃𝑟𝑓 − 𝑃𝑖 

En donde: 



 

𝑃𝐴𝑐𝑎𝑙 Es la diferencia entre la mesada calculada incluyendo los factores no 
contemplados en el Ingreso Base de Cotización, y la mesada pensional que se 

hubiera liquidado de acuerdo con el ingreso sobre el cual se cotizó, ambas cifras 

expresadas en pesos de la fecha de cálculo. 

𝑃𝑟𝑓 Mesada calculada incluyendo los factores no contemplados en el 

Ingreso Base de Cotización 

𝑃𝑖 Mesada pensional que se hubiera liquidado de acuerdo con el ingreso 

sobre el cual se cotizó. 

La Reserva Matemática a la fecha de cálculo resulta de aplicar la siguiente 

fórmula: 

𝑅𝑀𝑐𝑎𝑙 = 𝑃𝐴𝑐𝑎𝑙 ∙ 𝐹𝐴 

En donde: 

𝑅𝑀𝑐𝑎𝑙 Reserva Matemática a Fecha de Cálculo 

𝐹𝐴: Es el factor actuarial utilizado para el cálculo de las reservas matemáticas a la 
edad actuarial a la fecha de cálculo, de acuerdo con el número de mesadas anuales 
correspondientes (13 ó 14) a la mesada pensional originalmente otorgada, la edad y 
el género del beneficiario de pensión. 

Proporción a cargo del trabajador. 

Una vez obtenida la reserva matemática, se debe determinar la Reserva Proporcional 
a cargo del trabajador (𝑅𝑃𝑤), de acuerdo con la siguiente fórmula: 

𝑅𝑃𝑤 = 0.25 ∗𝑅𝑇 ∗ 𝑅𝑀𝑐𝑎𝑙 

En donde: 

R: Tiempo mínimo requerido, de acuerdo con el régimen pensional aplicable, para 
acceder a la pensión. 

T: Tiempo cotizado o servido. 

Desde otro lado, debe entenderse que, los factores como aquellos a los que 
efectivamente se les hace descuentos y se cotizan al sistema general de seguridad 
social en pensiones, los que se encuentren fuera de este listado taxativo no son 
cotizados y debe efectuarse la respectiva liquidación de dichos descuentos, teniendo 
en cuenta por un lado el porcentaje legal sobre el cual se cotiza y por otro, que las 
entidades nominadoras efectivamente realizan los descuentos en cumplimiento a la 
normatividad, aspectos que permiten la aplicación de la fórmula antes señalada. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, es improcedente que la parte accionante 

pretende a través de la vía judicial, pues la UGPP aplico el cobro de los aportes 

no efectuados, pues, están soportados en la jurisprudencia del Consejo de 

Estado y el principio de la sostenibilidad fiscal, que busca que no se cause un 

grave perjuicio a la sostenibilidad del sistema financiero y al Sistema General de 

Seguridad Social, por lo que estos descuentos se encuentran ajustados a derecho 

y en consecuencia al demandante se le pagó la obligación ordenada por el 

Despacho 

 

4. Legalidad del descuento de aportes dejados de cotizar al SGSSP 

 



 

La excepción se encuentra probada, teniendo en cuenta que, las resoluciones  dieron 

estricto cumplimiento al fallo emitido por Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca Sección Segunda Subsección C por lo que en concordancia con el 

criterio esbozado anteriormente, en el caso que nos ocupa el control jurisdiccional 

no es aplicable en la medida en que las resoluciones demandadas tratan de actos de  

simple ejecución que no modifica ni crea situaciones jurídicas, sino que se limita a 

dar cumplimiento a la sentencia por medio de la cual se ordena la reliquidación de 

la pensión reconocida en favor de la demandante, como anteriormente se explicó.  

 

Teniendo en consideración lo anterior, La Subdirección de nómina de pensionados 

de la UGPP, tuvo que ajustar el valor de la mesada pensional realizando la 

reliquidación pensional ordenada en sentencia por el Tribunal, ajuste que se realizó 

mediante la Resolución 025635 de 21 de junio de 2017. Nótese que, con los actos 

administrativos demandados, no se evidencia afectación al derecho sustancial del 

demandante, pues se le han respetado sus garantías en la medida en que la 

prestación a la que tiene derecho se le ha reconocido y pagado conforme lo dispone 

la norma aplicable y vigente para su caso. 

 

Es así que, mi representada en la emisión de las resoluciones objeto de censura, se 

limitó a ejercer las facultades que por ley ostenta y a las que está obligada en procura 

del principio de Sostenibilidad del Sistema General de Pensiones, pues los 

descuentos de aportes dejados de realizar al Sistema General de Seguridad Social en 

Pensiones - SGSSP se generan de pleno derecho en aplicación de la Ley, mismos que 

no pueden ser pagados a la demandante ya que, son recursos propios del Tesoro 

Público y su pago es necesario a fin de evitar el desequilibrio financiero.  

En ese orden de ideas las resoluciones demandadas se encuentran ajustadas a 

derecho  

 

De acuerdo con lo expuesto, la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP, no puede acceder a la nulidad de las resoluciones, 

porque de hacerlo la entidad incurriría en una trasgresión al principio de 

sostenibilidad presupuestal, consagrado en el artículo 1° del Acto Legislativo 1 de 

2005, principio que llama a la cordura y razonabilidad del sistema presupuestal.  

 

Tal principio de Sostenibilidad Presupuestal era prioritario dado que la Constitución 

Política no establecía expresamente ningún principio que impusiera la necesidad de 

“asegurar el equilibrio económico del sistema” y porque se “puede entonces conducir 

a que se adopten decisiones que no lo tengan en cuenta, lo cual a la postre pone en 

peligro el sistema mismo, vale decir, la posibilidad de asegurar los derechos de los 

afiliados y la estabilidad financiera de la Nación”. Principio que se aplique a todas 

las autoridades públicas, tanto por el Congreso al expedir las leyes, como por el 

Gobierno al reglamentarlas y los jueces al examinar la constitucionalidad de las leyes 

o expedir sentencias.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, acceder a la nulidad de las resoluciones como lo 

solicita el extremo demandante es improcedente en tanto esto significa que se 

pagaría una prestación que se encuentra desfinanciada y por ende sería necesario 

tomar estos recursos del erario público, desequilibrando el sistema financiero y 

dando prioridad a la prestación de un solo afiliado sobre los demás, lo que no 

procedente puesto que el bien común prevalece sobre el bien particular.  

 

5. Improcedencia de cobro de intereses frente a descuentos de origen 

legal 

 

La excepción se encuentra demostrada, toda vez que para que proceda el pago de los 
intereses moratorios, es menester que concurran dos requisitos a saber; el primero 
que exista una pensión legalmente reconocida y que la administradora encargada de 
efectuar el pago haya incurrido en mora en el pago de la mesada pensional, 



 

circunstancias que ningún momento han ocurrido respecto de esta prestación 
pensional puesto que la demandante no ha acreditado el derecho pensional, y se ha 
realizado el pago de las mesadas a favor de la señora Ramírez. 

 
Así mismo ha de tenerse en cuenta lo expresado por la Corte Constitucional, al 
declarar exequible el artículo 141 de la Ley 100 de 1993. Para la corte esa disposición 
solamente es aplicable en el caso de mora en el pago de las pensiones causadas con 
posterioridad a la vigencia de la ley de seguridad social y que sean reconocidas con 
fundamento en la normatividad integral de la misma, y no, como ocurre en este caso, 
respecto de una pensión que ha sido reconocida y pagado en tiempo. 

 
Este criterio lo sostiene en la actualidad la sala de la corte suprema de justicia, 
corporación que ha ratificado su jurisprudencia en el sentido de aclarar que la 
sanción moratoria atendiendo a la literalidad del artículo 141 de la ley 100, solo es 
aplicable a pensiones reguladas por esta norma. 

 
Así mismo, en reciente fallo se reiteró por la Corte Suprema de Justicia, en cuanto a 
los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, se dijo 
que sólo proceden para los casos en los cuales la prestación fue reconocida con 
sujeción integral a la ley de Seguridad Social, lo estipulado por el tribunal de cierre 
se presentó de la siguiente manera:  
 

“(…) es suficiente con remitirse al criterio que de tiempo atrás ha expuesto la 
Corporación, en el sentido de que los intereses moratorios no resultan 
procedentes en tratándose de pensiones que no estén gobernadas por la Ley 100 
de 1993 y respecto de reajustes o incrementos pensionales (…)”.  

 
 

6. Principio De Sostenibilidad Del Sistema General De Pensiones 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, todas las actuaciones de mi representada deben estar 

encaminadas al respeto y garantía del principio de sostenibilidad financiera del 

Sistema General de Pensiones, pues los recursos económicos del Estado para 

satisfacer el pago de prestaciones sociales no son infinitos, sino limitados, y por 

tanto, es perfectamente legítimo que se establezcan ciertos condicionamientos o 

restricciones para gozar de una pensión de jubilación. 

 

En este orden de ideas, denegar la solicitud pretendida tiene una justificación 

objetiva y razonable, pues lo único que se pretende es garantizar la administración 

racional de los recursos del estado, cumpliendo el precepto constitucional. 

 

De acuerdo con lo expuesto, no es procedente que, la Unidad Administrativa Especial 

De Gestión Pensional Y Contribuciones Parafiscales De La Protección Social-Ugpp, 

acceda al reconocimiento prestacional de forma independiente, porque de hacerlo la 

entidad incurriría en una trasgresión al principio de sostenibilidad presupuestal, 

consagrado en el artículo 1° del Acto Legislativo 1 de 2005, principio que llama a la 

cordura y razonabilidad del sistema presupuestal. 

 

Tal principio de Sostenibilidad Presupuestal era prioritario dado que la Constitución 

Política no establecía expresamente ningún principio que impusiera la necesidad de 

“asegurar el equilibrio económico del sistema” y porque se “puede entonces conducir 

a que se adopten decisiones que no lo tengan en cuenta, lo cual a la postre pone en 

peligro el sistema mismo, vale decir, la posibilidad de asegurar los derechos de los 

afiliados y la estabilidad financiera de la Nación”. Principio que se aplique a todas 

las autoridades públicas, tanto por el Congreso al expedir las leyes, como por el 

Gobierno al reglamentarlas y los jueces al examinar la constitucionalidad de las leyes 

o expedir sentencias. 

 

7. Improcedencia Condena en Intereses  

 



 

La excepción se encuentra demostrada toda vez que para que proceda el pago de los 
intereses moratorios, es menester que concurran dos requisitos a saber; el primero 
que exista una pensión legalmente reconocida y que la administradora encargada de 
efectuar el pago haya incurrido en mora en el pago de la mesada pensional, 
circunstancias que ningún momento han ocurrido respecto de esta prestación 
pensional puesto que a la demandante se le reconoció la prestación y desde que fue 
incluida en nómina se le han pagado cumplidamente. 
 
Así mismo ha de tenerse en cuenta lo expresado por la Corte Constitucional, al 
declarar exequible el artículo 141 de la Ley 100 de 1993. Para la corte esa disposición 
solamente es aplicable en el caso de mora en el pago de las pensiones causadas con 
posterioridad a la vigencia de la ley de seguridad social y que sean reconocidas con 
fundamento en la normatividad integral de la misma, y no, como ocurre en este caso, 
respecto de una pensión que ha sido reconocida y pagado en tiempo. 
 
Este criterio lo sostiene en la actualidad la sala de la corte suprema de justicia, 
corporación que ha ratificado su jurisprudencia en el sentido de aclarar que la 
sanción moratoria atendiendo a la literalidad del artículo 141 de la ley 100, solo es 
aplicable a pensiones reguladas por esta norma. 
 
Así mismo, en reciente fallo se reiteró por la Corte Suprema de Justicia, en cuanto a 
los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, se dijo 
que solo proceden para los casos en los cuales la prestación fue reconocida con 
sujeción integral a la ley de Seguridad Social, lo estipulado por el tribunal de cierre 
se presentó de la siguiente manera:  

 
“(…) es suficiente con remitirse al criterio que de tiempo atrás ha expuesto la 

Corporación, en el sentido de que los intereses moratorios no resultan 

procedentes en tratándose de pensiones que no estén gobernadas por la Ley 100 

de 1993 y respecto de reajustes o incrementos pensionales (…)”.  

 

8. Improcedencia De La Condena En Costas  

La excepción se encuentra debidamente fundamentada toda vez que no es 

procedente condenar en costas dado que mi poderdante resolvió la prestación en los 

términos legales, con fundamento en los elementos probatorios y jurisprudenciales 

vigentes a la fecha de la solicitud. Mal podría condenarse en costas, cuando el asunto 

relacionado con el descuento de aportes por reliquidación pensional ha sido asunto 

de debate y controversia al interior de los juzgados, Tribunales, y altas Cortes. 

De otro lado, ha establecido el Consejo de Estado que la condena en costas procede 

cuando al valorar la conducta de la parte vencida se pueda determinar que existió 

temeridad y mala fe en sus actuaciones3. Sin embargo, en nuestro caso no existe 

ninguna actuación temeraria o de mala fe.  

En este caso, no se ha hecho uso temerario del recurso judicial, ni está demostrado 

que la Administración haya desconocido los deberes que le impone el artículo 10 del 

C.P.A.C.A., razón por la cual se debe relevar a la Entidad de la condena en costas 

rectificando la postura adoptada en casos semejantes bajo la nueva interpretación 

del Consejo de Estado del artículo 188 del C.P.A.C.A. Cabe aún contemplar en este 

procedimiento argumentos distintos a ser vencido en juicio, debiendo el juez 

estudiar las características particulares de cada debate antes de condenar en costas.  

En materia de costas, no cabe la conducta automática a la parte vencida, sino que 

habrá que considerar la naturaleza de los conflictos que se resuelven en la 

Jurisdicción Contenciosa Administrativa, que no tienen un contenido puramente 

 
3 CE. Sec. Segunda. Sentencia radicado No. 41001233300020150074101 (2982-2017) de fecha febrero 

7/2019. M.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez. 



 

económico, sino que está involucrado el interés público. Siendo este un ámbito 

distinto al de la jurisdicción civil, así como las circunstancias particulares del caso.  

Así las cosas, una eventual condena en costas se encontraría injustificada. 

 

9. Presunción De Legalidad De Los Actos Administrativos. 

  

Las decisiones contenidas en los Actos Administrativos por parte de la UGPP han 

sido tomadas con base en la documentación que reposa en la entidad, una vez 

cumplidos los requisitos de ley para su formación, por lo que adquieren fuerza 

obligatoria y gozan de presunción de legalidad. 

 

Sin embargo, los actos administrativos, como decisiones unilaterales de la 

Administración encaminadas a producir efectos jurídicos, son susceptibles de 

judicialización por parte de la jurisdicción a través de las acciones establecidas  en el 

CPACA., pero se resalta que se encuentran amparados por la presunción de legalidad 

derivada del sometimiento coercitivo de la actividad administrativa al ordenamiento 

jurídico, propio de los Estados Sociales de Derecho y, por lo mismo, su control 

judicial se encuentra sujeto a una carga procesal de alegación por parte de quien 

pretenda desvirtuar la presunción, limitando de esa forma tanto el terreno de 

defensa para el demandado como el ámbito de análisis para el juez y el alcance de su 

decisión. 

 

10. Buena Fe de la UGPP 

  

Mi poderdante en el ejercicio de sus funciones siempre cumple lo establecido en la 

ley para cada caso en particular, bajo los parámetros fundamentales consagrados en 

nuestra Constitución política, por lo que todas y cada una de sus resoluciones se 

circunscriben al principio de buena fe exenta de culpa y del principio de legalidad, 

en los términos de la Sentencia C-1436 de 2000. Adicionalmente debe tenerse en 

cuenta por parte del fallador de instancia que el principio de la buena fe se extiende 

hasta el momento del cambio del acto normativo o de cualquier orden judicial en los 

términos de la sentencia T-956 de 2011.  

 

11. Prescripción. 

  

Sin que de ninguna manera se entienda reconocidos los hechos y las pretensiones de 

la demanda, se propone la excepción de prescripción frente a cualquier derecho que 

eventualmente se hubiesen causado a favor del demandante  y que de conformidad 

con las normas legales, y con las pruebas aportadas al plenario se reconozca en la 

sentencia, causados con anterioridad a tres años, contados desde la presentación de 

la demanda, conforme lo establece el artículo 488 del C.S.T en concordancia con el 

artículo 151 del C.P.T.S.S. 

 

Sustento la presente excepción además de los artículos citados en precedencia en la 

jurisprudencia de la H corte constitucional, sentencia C-624 de 2003, y la sentencia 

de la H corte suprema de justicia sala de casación laboral, expediente L-8109-96 que 

me permitió transcribir en su aparte pertinente, así: 

 

(…) “No obstante, así reitero la corte, una vez más, la imprescriptibilidad del derecho 

a reclamar una pensión. 

 

“pero, como ha sido objeto de aclaraciones en las anteriores oportunidades, la 

imprescriptibilidad de la pensión se refiere al derecho en sí mismo, pero no en lo 

atinente a las mesadas pensionales dejadas de cobrar, las cuales se someten a la regla 



 

general de prescripción de las leyes sociales de tres (3) años, prevista en el artículo 

151 de decreto –ley 2158 de 1948” (…) 

 

(…) ahora bien, como la pensión de jubilación es vitalicia, la jurisprudencia laboral 

ha encontrado, con acierto, que el derecho a ella no prescribe, y que solo a las 

mesadas, una tras otra consideradas, puede aplicarse este medio de extinción de las 

obligaciones “. Corte suprema de justicia- sala de casación laboral, EXP L-8109-96 

M.P German Valdés Sánchez. (…) 

  

Por tratarse de servidores públicos, en los términos señalados por el Consejo de 

Estado, es pertinente dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 41 del Decreto 3135 

de 1968, en concordancia, con en el artículo 102 del Decreto 1848 de 1959, el cual 

ordena: 

  

    (…) “1. Las acciones que emanen de los derechos consagrados en el Decreto 3135 

de 1968 y en este decreto, prescriben en tres (3) años, contados a partir de la fecha 

en que la respectiva obligación se haya hecho exigible. 

  

2. El simple reclamo escrito del empleado oficial, formulado ante la entidad o 

empresa obligada sobre un derecho o prestación debidamente determinado, 

interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual. “(…). 

 

  

12. Innominada O Genérica. 

  

Igualmente pido al Señor Juez se sirva declarar probadas las demás excepciones que 

resulten dentro del presente proceso. 

 

PRUEBAS 

DOCUMENTALES:  

 

- Las emitidas por la entidad que represento y que obren dentro del traslado de 

la demanda y las que se acompañen con el presente escrito, 

- Copia del Expediente administrativo que contiene todos los actos 

administrativos emitidos por la entidad, así como las solicitudes realizadas 

por el demandante y demás entidades vinculadas. 

 

OTRAS PRUEBAS OFICIOSAS. 

 

- Las que el Despacho a su cargo, considere decretar para obtener la certeza 

jurídica suficiente al momento de proferir Sentencia.  

 

ANEXOS. 

 

1. Escritura Pública No. 174 del 17 de enero de 2023, de la Notaría 73 del 

Círculo de Bogotá  

2. Escritura Pública No. 0604 del 12 de febrero de 2020, suscrita en la 

Notaría 73 del Círculo de Bogotá. 

3. Resolución 681 del 29 de julio de 2020. 

4. Acta de Posesión No. 42 del 30 de Julio de 2020 

5. Certificado de existencia y representación legal expedido por la 

Cámara de Comercio de Bogotá, de la firma Viteri Abogados en la que 

consta la representación legal en cabeza del suscrito, la cual está 

contenida en la misma escritura. 

6. Tarjeta Profesional del Dr. Omar Andrés Viteri Duarte. 



 

7. Sustitución debidamente otorgada del Dr. Omar Andrés Viteri Duarte 

8. Tarjeta Profesional de la suscrita apoderada. 

9. Los documentos aludidos como prueba. 

 

NOTIFICACIONES 

 

A la Demandante y a su apoderado(a) en la dirección aportada en la demanda 

 

UGPP se notifica en la Av. Carrera 68 No. 13 – 37 en Bogotá, correo: 

notificacionesjuidicialesugpp@ugpp.gov.co  

 

El (la) suscrito(a) apoderado(a) se notifica en la Carrera 7ma No. 17 - 01 Of 423 y 424 

Edificio Colseguros o en los correos oviteri@ugpp.gov.co - juridicaviteri@gmail.com  

 

 

Atentamente, 

 

 
NICOLE ALEXANDRA ÁVILA ALBARRACÍN 

C.C. 1.022.397.651 de Bogotá 

T.P. 339.117 del C.S.J. 

 

 

mailto:notificacionesjuidicialesugpp@ugpp.gov.co
mailto:oviteri@ugpp.gov.co
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Se Señores 

Juzgado Dieciséis (16) Administrativo de la Sección Segunda de Bogotá D.C. 

Ciudad. 

 

PROCESO:             11001333501620230017200  

DEMANDANTE:  SAGRARIO GONZALEZ SIERRA 

DEMANDADO:    Unidad Administrativa Especial De Gestión Pensional 

Contribuciones Parafiscales – UGPP. 

 

Asunto: Sustitución de poder 

 

OMAR ANDRES VITERI DUARTE, mayor de edad, vecino de Bogotá, identificado con la C.C. 

No. 79.803.031 de Bogotá, abogado titulado portador de la T.P. No. 111.852 del C. S. de la J., 

en mi calidad de representante legal de la firma VITERI ABOGADOS S.A.S., conforme consta 

en el Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio 

de Bogotá, atentamente me permito aportar los siguientes documentos y manifestar lo 

siguiente:  

 

 

A. Me permito allegar poder otorgado por parte del Dr. Manuel Garavito Medina, quien 

su momento fungía como Director Jurídico de la Unidad Administrativa Especial De 

Gestión Pensional Y Contribuciones Parafiscales De La Protección Social -UGPP -

, conforme las facultades establecidas en el numeral 1 del artículo 11 del decreto 575 

del 22 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 681 del 26 de abril de 2017, y 

como apoderado conforme consta en la Escritura Pública No. 0604 del 12 de febrero 

de 2020, suscrita en la Notaría 73 del Círculo de Bogotá. 

 

B. En igual sentido me permito allegar la Escritura Pública No. 174 del 17 de Enero de 

2023, otorgada en la Notaría 73 del Círculo de Bogotá, por parte del Dr. Javier Andres 

Sosa Pérez, mayor de edad y vecino de esta ciudad, en su calidad de Subdirector de 

Defensa Judicial de la Unidad Administrativa Especial De La Gestión Pensional Y 

Contribuciones Parafiscales De La Protección Social – UGPP, conforme consta en 

la Resolución 681 del 29 de Julio de 2020, y Acta de Posesión No. 42 del 30 de Julio de 

2020 que forman parte de la escritura, en la que modifica el numeral primero de la 

Escritura Pública No. 0604 del 12 de febrero de 2020, suscrita en la Notaría 73 del 

Círculo de Bogotá, mediante la cual se otorga PODER GENERAL a la firma Viteri 

Abogados S.A.S. con el fin de señalar que el apoderado tendrá a su cargo de manera 

adicional la representación judicial y extrajudicial en el territorio nacional, conforme 

consta en la cláusula segunda de la escritura en cita. 

 

C. Teniendo en cuenta el poder otorgado al suscrito, una vez se reconozca personería, 

en mi calidad de apoderado de la parte demandada Unidad de Gestión Pensional y 

Parafiscales - UGPP, dentro del asunto de la referencia, atentamente me permito 

manifestar que sustituyo el poder a mi conferido en cabeza de la Dra. Nicole 

Alexandra Ávila Albarracín identificado con Cedula de Ciudadanía número C.C. No. 

1.022.397.651 de Bogotá, T.P. 339.117 del C.S de la J. para que me represente, asista 

e intervenga en el proceso y realice las actuaciones necesarias para la defensa de 

Unidad Administrativa Especial De La Gestión Pensional Y Contribuciones 

Parafiscales De La Protección Social – UGPP 

 

Mis apoderados sustitutos cuentan con las mismas facultades otorgadas al suscrito en el 

poder inicial, con excepción de la facultad de sustituir, la cual requiere autorización expresa 

del suscrito. 

 

 

En consecuencia, solicito comedidamente al Despacho lo siguiente: 

 



 

1. Se reconozca personería jurídica al suscrito para actuar. 

  

2. Solicito al señor Juez reconocer personería adjetiva a la Dra. Nicole Alexandra Ávila 

Albarracín, para los fines del poder conferido. 

 

3. De igual manera solicito que se tengan en cuenta los siguientes correos para 
notificaciones judiciales: 
 
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co, gerencia@viteriabogados.com, y 
oviteri@ugpp.gov.co . 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Acepto, 

 

 
Nicole Alexandra Ávila Albarracín 

C.C. No. 1.022.397.651 de Bogotá,  

T.P. 339.117 del C.S de la J. 
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